	II.  EXPEDIENTE LAT-377  –   SENTENCIA C-169/12   (Marzo 7)
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1.
Norma revisada

LEY 1464 DE 2011 (Junio 29), aprobatoria del “Acuerdo Bilateral para la Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de Colombia”, elaborado en Bogotá, el 17 de marzo de 2010 y del “Entendimiento sobre el Trato Justo y Equitativo en el Acuerdo Bilateral para la Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de Colombia”, firmado por los jefes negociadores de ambas partes y anexadas a las minutas de la última ronda de negociaciones en Londres, el 19 de mayo de 2009. 

2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1464 del 29 de junio de 2011, “Por medio de la cual se aprueba el ‘Acuerdo Bilateral para la Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de Colombia’, elaborado en Bogotá, el 17 de marzo de 2010 y el ‘Entendimiento sobre el Trato Justo y Equitativo en el Acuerdo Bilateral para la Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de Colombia´, firmado por los jefes negociadores de ambas partes y anexadas a las minutas de la última ronda de negociaciones en Londres, el 19 de mayo de 2009”. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLES el “Acuerdo Bilateral para la Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de Colombia’, elaborado en Bogotá, el 17 de marzo de 2010 y el “Entendimiento sobre el Trato Justo y Equitativo en el Acuerdo Bilateral para la Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de Colombia”, firmado por los jefes negociadores de ambas partes y anexadas a las minutas de la última ronda de negociaciones en Londres, el 19 de mayo de 2009.

3.
Fundamentos de la decisión

Examinado el trámite surtido en el Congreso de la República, por el proyecto de ley que culminó en la expedición de la Ley 1464 de 2011, la Corte concluyó que se cumplieron en debida forma, las etapas, requisitos y procedimiento exigido por la Constitución y el Reglamento de Congreso para todo proyecto de ley. Por consiguiente, la Ley 1464 de 2011 fue declarada exequible. 

En cuanto al contenido material del Acuerdo para la Promoción y protección de Inversiones celebrado entre el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y Colombia, la Corte comenzó por observar, que este Acuerdo se inscribe en el conjunto de instrumentos internacionales que nuestro país ha suscrito con el propósito de dinamizar la economía local a partir de la atracción del capital extranjero y de la integración del capital nacional con otros mercados. Inicialmente, Colombia y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte negociaron en el año 1994, un Acuerdo para la promoción y protección recíproca de inversiones, que fue declarado parcialmente inexequible por la Corte Constitucional colombiana, mediante la sentencia C-358 de 1996. La Corte consideró que el artículo 6º del Convenio al establecer la obligación de compensar al inversionista en caso de expropiación, prohibía a las partes, de modo terminante, una forma de expropiación que el artículo 58 de la Constitución preveía, por razones de equidad, en el cual el legislador podía determinar los casos en que no hubiera lugar al pago de indemnización, por medio de voto favorable de la mayoría absoluta de una y otra cámara. Por tal motivo, dicho Acuerdo no fue ratificado y por ende, no entró en vigencia. 

Posteriormente, por medio del Acto Legislativo 1 de 1999, se reformó el artículo 58 de la Constitución, facilitando la renegociación del Acuerdo, en unas condiciones que reflejasen la evolución y los intereses colombianos en materia de protección de inversión extranjera, atendiendo los desarrollos internacionales y la experiencia colombiana en este tipo de convenios, los cuales se ciñen a un modelo estándar con cláusulas prototipo. Por ello, la Corte reiteró en lo pertinente, las consideraciones que se han hecho en relación con los Acuerdos de Promoción y Protección de Inversiones entre países, con España, Perú, Cuba, Chile y Suiza. En particular, precisó que el análisis material de las disposiciones jurídicas adoptadas como resultado de las negociaciones internacionales de los Estados, se relaciona con la confrontación de aquellas con los mandatos superiores vigentes, a partir de criterios eminentemente jurídicos y no de conveniencia u oportunidad. 

Desde esa perspectiva, la Corte determinó que las definiciones relativas a inversión, rendimientos, nacionales, compañías y territorio, necesarias para la correcta interpretación y aplicación del Acuerdo, no les cabía tacha alguna de inconstitucionalidad. De igual manera, las reglas de tratamiento de las inversiones, en el sentido que las cláusulas de la nación más favorecida y de la igualdad de tratamiento, tienen por objeto establecer y mantener en todo tiempo la igualdad fundamental, sin discriminación, entre todos los países interesados y hacen desaparecer toda diferencia entre las inversiones extranjeras beneficiarias de este trato. La Corte, por tanto, declaró conforme a la Constitución, los artículos II, III y IV y el memorando de entendimiento del Acuerdo, en la medida que desarrollan los artículos 9, 226 y 227 de la Constitución, que ordenan al Estado colombiano promover la internacionalización de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas, así como  la integración económica, social y política con las demás naciones, sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional. 

Por otra parte, la Corte señaló que la cláusula de libre inversión y sin demoras que se aplica a las transferencias, se ajusta a los preceptos constitucionales, puesto que está dirigida a hacer efectiva la protección que los Estados celebrantes del tratado brindan a la inversión extranjera, objetivo que no admite reparo alguno. Al mismo tiempo, el Acuerdo reconoce y garantiza la soberanía nacional, en la medida en que le otorga a las partes la posibilidad de condicionar o impedir transferencias mediante la aplicación equitativa, no discriminatoria y de buena fe de su legislación relativa a (i) procedimientos concursales, reestructuración de empresas o insolvencia; (ii) cumplimiento de decisiones y laudos judiciales, arbitrales o administrativos en firme; y (iii) cumplimiento de obligaciones laborales o tributarias. En consecuencia, el artículo V se ajusta a la Constitución. Igualmente, el artículo VI tiene evidente sustento en el nuevo artículo 58 de la Carta Política, que ha sido interpretado por la jurisprudencia constitucional en el sentido de admitir que el Estado es responsable y debe indemnizar por las expropiaciones que realiza, haciendo explícito que las razones de “utilidad pública e interés social de nuestra Constitución Política son razones válidas para efectuar las expropiaciones bajo el amparo de esta disposición. En cuanto a la compensación por daños o pérdidas prevista en el artículo VII, la Corte precisó que deberá efectuarse en los términos señalados en el artículo 90 de la Constitución, referente a la responsabilidad patrimonial del Estado. Así mismo, la Corte no encontró reparo alguno desde el punto de vista constitucional, respecto al artículo VIII, que es una norma de interpretación que se limita a reconocer la soberanía de cada Estado, así como el deber constitucional de proteger la diversidad e integridad del ambiente, acorde con lo establecido en los artículos 9, 79 y 80 de la Carta Política.

Por último, la Corte avaló la constitucionalidad de las estipulaciones contenidas en el artículo IX, Anexo I y artículos X y XII sobre solución de controversias, que propenden a la resolución pacífica y concertada de las discrepancias que surjan entre los Estados, con la finalidad de facilitar la promoción de la internacionalización de las relaciones económicas del país (arts. 226 y 227 C.P.).De igual modo, el mecanismo de la subrogación (artículo XI) que genera una mayor seguridad en el cumplimiento de los compromisos, cuya consagración en nada contradice la Constitución Política, pues no interfiere con ninguna  facultad del Gobierno nacional relativa a la ejecución o cumplimiento del Acuerdo, toda vez que esta figura solo regula las relaciones del inversionista extranjero con su Gobierno o con el organismo de Derecho Internacional que acuda al mecanismo de garantía correspondiente. Finalmente, los artículos XIII, XIV y XV apuntan a la correcta aplicación y ejecución del Acuerdo, en cuanto a su ámbito, entrada en vigor, prórroga y denuncia, respetando los límites que imponen la soberanía de los Estados y el respeto al principio de reciprocidad, especialmente en materia tributaria y de estabilidad del sistema financiero y la finalidad de contribuir a la integración económica. En ese orden, la Corte consideró que estos artículos no quebrantan ningún precepto constitucional. 

Por las anteriores razones, el Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones celebrado entre el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y Colombia, fue declarado exequible, así como el Entendimiento sobre el Trato Justo y Equitativo en el mismo Acuerdo Bilateral. 

4.
Aclaración de voto

El magistrado Humberto Antonio Sierra Porto se reservó la posibilidad de presentar una eventual aclaración de voto, relativa a algunos de los fundamentos de la exequibilidad de las estipulaciones del Acuerdo examinado.

